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GG-0191-10 
Bogotá D.C,  28 de junio de 2010 
 
Señores 
TRANSCARIBE S.A. 
Licitación Pública No. TC-LPN.001 de 2.010 
Crespo, Carrera 5ª  No. 66-91. Edificio Eliana 
Fax: 666 4429 – 666 4568 
Correo Electrónico: licitacionoperacion@transcaribe.gov.co  
 
 
Referencia: Observaciones al Pliegos de Condiciones del proceso Licitatorio TC-LPN–

001- de 2010 
 
Respetados señores: 
 
De manera cordial, y en atención al inciso 3 numeral 4 artículo 30 de la Ley 80 de 1993, 
dentro de los términos previstos en el pliego de condiciones de la referencia, procedemos 
a realizar algunas observaciones adicionales al proceso TC-LPN-001-2010, de la 
siguiente forma: 

 
1. Con relación al requerimiento establecido en el numeral 3.5 de la Adenda No. 1,  

modificatorio de la cláusula 12 de la minuta del contrato de concesión, 
consideramos que no existe fundamento técnico ni legal que sustente dicho 
requerimiento, pues respecto a la vigilancia del sistema debemos señalar lo 
siguiente:  
 

a. Si bien la finalidad y fundamento que Transcaribe S.A., ha manifestado para 
incluir esta obligación es “que el concesionario tenga un personal que ayude a 
generarle seguridad a los que manejan la venta de los pasajes en las estaciones 
de parada y portal“ (respuesta a numeral 22, de las respuestas a observaciones a 
los pliegos de condiciones 3), es claro que por definición legal el contrato de 
concesión opera “por cuenta y riesgo del concesionario” (numeral 4 artículo 32 
Ley 80 de 1993), es decir,  genera a favor de la Entidad Pública obligaciones de 
resultado y consecuencia de ello, la determinación de los medios a través de los 
cuales se garantiza la seguridad del sistema de recaudo, deben ser de exclusiva 
responsabilidad y resorte del concesionario. 

 
En el numeral 77.2 de la cláusula 77 de la minuta del contrato de concesión en lo 
referente a la consignación del recaudo, se establece que “dicha consignación 
deberá corresponder al dinero recaudado por la venta de medios de pago y cargas 
o recargas de pasajes con la tarifa vigente en el día de venta y no será procedente 
ningún tipo de descuento en el valor a consignar. El Concesionario será 
responsable por detectar y reponer las diferencias con respecto al valor del dinero 
recaudado y los faltantes en la consignación del efectivo, en caso de existir 
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sobrantes…”  (Subrayado fuera de texto), de igual manera, la cláusula 78 
consagra la responsabilidad del concesionario, indicando que éste “deberá cubrir 
el 100% de los faltantes encontrados en la conciliación diaria a la consignación del 
recaudo...” 

 
Es evidente entonces, que es el concesionario es el más interesado en la 
seguridad del recaudo y  en efecto, es él quien debe determinar bajo su criterio las 
medidas de seguridad pertinentes en cuanto a las áreas concesionadas se refiere.   

 
b. El riesgo de flujo de caja es asumido por el concesionario, que consiste en la 

contingencia a cargo de él “en que por cualquier razón ordinaria o extraordinaria, 
se llegue a generar un menor valor de ingresos respecto de lo presupuestado por 
el concesionario”, por lo que el Ente Gestor de antemano tiene garantizado el 
recaudo diario sin tener en cuenta la causa del menor valor que se llegará a 
presentar.    

 
Insistimos pues en que las obligaciones del concesionario son de resultado,   
independientemente de las medidas de seguridad implementadas por éste, como 
quiera que es él y nadie más que él, el que responderá a Transcaribe S.A. por el 
recaudo del dinero producto de la venta de pasajes del servicio, por lo que la 
exigencia de vigilancia no tiene fundamento jurídico ni práctico.      
 

c. El objeto de este proceso de selección es permitir a través de la modalidad de 
contratación denominada concesión el “diseño, operación y explotación del 
sistema de recaudo y suministro del sistema de gestión y control de la operación 
del sistema integrado de transporte masivo de pasajeros del distrito de Cartagena 
de Indias – Trancaribe S.A”. y evidentemente la obligación de vigilancia es ajena a 
esta descripción, y consecuentemente no corresponde a la esencia  del objeto del 
contrato de concesión materia de esta licitación. Ello es un medio o mecanismo de 
seguridad que para el Ente Gestor debe dejar en manos del concesionario.  
 
Ahora bien, de conformidad con el Artículo 2 del Código Nacional de Policía, a la 
Policía Nacional “le compete la conservación del orden público interno. El orden 
público que protege la policía resulta de la prevención y la eliminación de las 
perturbaciones de la seguridad, de la tranquilidad, de la salubridad y la 
moralidad públicas”. (Resaltado fuera de texto) 

  
Es claro entonces, que la seguridad del orden público interno es de competencia y 
se ajusta a la naturaleza del cuerpo de policía. La seguridad es un derecho de 
todos los ciudadanos de la Nación, y en este caso, del Distrito de Cartagena de 
Indias, lo que nos permite afirmar que los particulares que prestan servicios a 
cargo del Estado, no son la excepción. Por ello el Distrito de Cartagena de Indias 
debe velar por la seguridad de la ciudadanía, y en este orden de ideas, por la 
seguridad del concesionario que no puede ser la excepción, como quiera que esto 
constituye la garantía para que pueda prestar el servicio en condiciones normales 
y en forma pacífica.  
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No se debe perder de vista que en “Colombia la operación de transporte es  un 
servicio público, inherente a la finalidad social del Estado y sujeto a la intervención 
y reglamentación de las autoridades competentes …”,   “…El mismo ordenamiento 
destaca que la seguridad en el servicio, particularmente la relacionada con la 
protección de los usuarios, constituye prioridad esencial en la actividad del sector y 
del sistema de transporte, lo cual se ajusta al mandato constitucional contenido en 
los artículos 2, 11, 24, 365 y 366 que le impone al Estado el deber de proteger la 
vida e integridad de todas las personas residentes en Colombia” (Oficio M.T. 1300-
2 016284 del 4 de junio de 2003. Ministerio de Transporte)  

 
Con fundamento en las consideraciones precedentes, solicitamos se elimine  la 
obligación de vigilancia a cargo del concesionario, de la minuta del contrato. 

 
2. Transcaribe S.A., solicita en los pliegos y aclara en las respuesta número 30 

(grupo de respuestas número 2 a las observaciones, publicadas el 12 de junio), 
que debe existir un sistema que permita a los equipos abordo de buses descargar 
la información en patios (Batch), y su finalidad es servir de “mecanismo auxiliar” 
para tener un respaldo de la información que no se haya descargado por el 
sistema en línea y tiempo real.  

 
Debemos señalar que los equipos a bordo que transmiten en línea y en tiempo 
real,  cuentan con un sistema de almacenamiento de la información, el cual es un 
respaldo de la información generada, y en caso de interrumpirse la comunicación, 
este mismo, se encuentra en capacidad de almacenamiento y posterior 
transmisión de toda la información que no haya sido enviada al sistema central al 
reestablecerse el estado de línea.  

 
De suerte que consideramos innecesario esta exigencia del “mecanismo auxiliar” 
por lo que solicitamos que se elimine la misma, máxime cuando se trata de una 
solución de  transmisión de datos que redundará en mayores costos y en procesos 
adicionales de conciliación diaria de la información descargada en patios, versus la 
descargada en línea y en tiempo real, por demás inocuo para el sistema.   

 
Solicitamos a esa Entidad que frente a este interrogante, se sirva suministrarnos 
los fundamentos técnicos que sustentan tal exigencia, los cuales deben ser la 
consecuencia de los estudios y diseños que esa Entidad realizó  de manera previa 
a la apertura del presente proceso de licitación. 

 
3. Solicitamos respetuosamente y al tenor de lo establecido en el numeral  12 del 

artículo 25 de la Ley 80 de 1993, modificado por el artículo 32 de la Ley 1150 de 
2007, y en atención a los estudios, diseños  y proyectos adelantados por la 
Entidad con antelación a la presente convocatoria, se precise el fundamento 
técnico y operativo que le permite a Transcaribe S.A., acudir a la tecnología 
descrita en el numeral 8 del Apéndice 2 respecto al Sistema de 
Radiocomunicaciones Inalámbricas de Voz y Datos. 
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4. Como quiera que en todos los documentos que hacen parte de la licitación materia 

de observaciones, se efectuó el retiro de la especificación  “validador V650”, 
decisión afortunada por parte de la administración, consideramos necesario que la 
misma,  sea retirada también de la tabla de contenido del Apéndice 2, pues se 
puede prestar para imprecisiones y persistiría la tendencia a circunscribir a una 
sola referencia las condiciones del pliego, lo cual va flagrantemente en contra vía 
del principio de selección objetiva establecido en el artículo 5 de la Ley 1150 de 
2007. 

 
5. Frente al numeral 4.2.2.1., del Anexo 2, especificaciones técnicas "Características 

generales de los equipos de venta y recarga de tarjetas", ítem “b) Recarga de 
tarjetas", se menciona que: "...Es necesario que el concesionario, en los puntos de 
recarga, permitan que este pueda hacerse mediante operaciones comerciales, con 
tarjetas de Crédito y débito, del sistema bancario colombiano. El usuario podrá así 
recargará en los Equipos de Recarga el monto deseado en su Tarjeta pagando en 
efectivo, tarjetas débito, tarjetas crédito, además de formas de pago que 
establezca el Concesionario...", respetuosamente solicitamos que este 
requerimiento sea eliminado pues no se encuentra consistencia con otras 
exigencia establecidas en los documentos del pliego, ateniendo además  las 
siguientes razones: 

    a. Como es de conocimiento general, la transacción bancaria tiene un costo 
financiero por el uso de tarjeta débito o crédito, costo este que debe ser 
asumido por el usuario (la transacción con tarjeta débito tiene un costo del 
orden del 3,5% y con Tarjeta crédito, un costo del 5,5% del valor de la 
compra).  

b. Existen limitaciones respecto al monto mínimo de la compra para realizar 
transacciones utilizando tarjeta crédito o débito, que actualmente es de cinco 
mil pesos mcte ($5000). 

c. La utilización de este tipo de tarjetas, genera costos adicionales por la 
necesidad de implementar infraestructura para conexión y comunicación con 
el sistema bancario (switch bancario). 

d. Las transacciones bancarias se deben generar en línea y en tiempo real,  si  
en algún momento no se dan estas condiciones,  no se puede realizar la 
recarga. Así las cosas, al no concretarse la misma, no se pueden cumplir los 
niveles de servicio requeridos en los pliegos y minuta del contrato de la 
licitación. 

e. La recarga de las TISC, utilizando los medios de pago señalados, va en contra 
de los niveles de servicio exigidos en el Apéndice 4, dado que existe una 
abierta contradicción en el pliego, debido a que para la conexión y la 
transacción con el banco, se toma un mayor tiempo al exigido al concesionario. 




